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de las Comunidades Autónomas ex arto 148.1.22 C.E.
no se ve restringido por los campos que integran la reser­
va de ley orgánica del arto 104.2 C.E.. sino solamente
por el concepto de «coordinación y demás facultades»
enunciado en el precepto constitucional mencionado.
concepto que la regulación del Estado no cabría que
dejase vacío de contenido, pues la remisión del art.
148.1.22 C.E. a «los términos que establezca una ley
orgánica» no otorga al Estado una libertad absoluta de
configuración de la competencia de las Comunidades
Autónomas sobre Policías Locales.

3. Sentado lo anterior, procede a continuación con­
trastar el precepto impugnado con las disposiciones de
la L.O.F.C.S. para evaluar la validez de aquél en función
de su respeto al bloque de la constitucionalidad.

El art. 3.1 de la Ley del Principado de Asturias 6/1988
determina que «la actividad coordinadora a que se refiere
esta Ley se llevará por la Comunidad Autónoma median­
te el ejercicio de las siguientes funciones: ... i). Fomentar
y favorecer los servicios de policía intermunicipal o
comarcal donde los ayuntamientos no puedan sostener
una policía propia o donde las circunstancias aconsejen
mancomunar o unificar los servicios de Policía Muni­
cipal». Pues bien: examinado el modo en que la L.O.F.C.S.
ha delimitado la competencia a que se refiere el arto
148.1.22 de la Constitución es de observar que, como
se dice en las SSTC 25/1993 y 49/1993, la compe­
tencia autonómica excluye la posibilidad de crear Cuer­
pos de Policía supramunicipales y de establecer o per­
mitir la prestación unificada o mancomunada del servicio
de Policía local en régimen de colaboración intermu­
nicipal.

Ello es así. como señalan dichas Sentencias. porque
en la L.O.F.C.S. no se contemplan otros Cuerpos de Poli­
cía Local que los propios de los municipios (art. 51),
de manera que todas las facultades de las Comunidades
Autónomas concernientes a esos Cuerpos -de coordi­
nación (art. 39), de legislación relativa a su creación
y régimen estatutario (arts. 51.1 Y 52.1) o de reque­
rimiento de colaboración [arto 51. 1.h)]- han de enten­
derse referidas sólo a los de Policía Municipal. que son
aquellos a los que, no obstante las denominaciones gené­
ricas contenidas en determinados lugares de la LeY [arts.
2 c), 39. 52.1 Y 53], alude expresamente el legislador
estatal (arts. 51 Y 54.1). A lo que se debe añadir el
carácter estrictamente municipal de la acción policial.
pues, a tenor del art. 51.3 de la L.O.F.C.S., los Cuerpos
de Policía Loc'al «sólo podrán actuar en el ámbito terri­
torial del municipio respectivo, salvo en situaciones de
emergencia y previo requerimiento de las autoridades
competentes.»

Frente a esta clara voluntad del autor de la Ley a
la que se remiten los arts. 148.1.22 de la Constitución
y 11 i) del EAA. no cabe oponer las competencias auto­
nómicas atinentes a la creación de entes locales supra­
municipales [arts. 11. a) E.AA y 42 a 44 de la Ley
7/1985, de 2 de abril. reguladora de las Bases del Régi­
men Local]. Tales competencias tienen un fundamento
constitucional distinto (art. 148.1.2 C.E.) -como al pro­
pósito viene a corroborar el art. 173 del texto refundido
de las disposiciones legales vigentes en materia de Régi­
men Local. aprobado por Real Decreto Legislativo
781/1986. de 18 de abril. según el cual «la Policía Local
ejercerá sus funciones de acuerdo con lo previsto en
el título V de la Ley Orgánica de Fuerzas Y Cuerpos de
Seguridad»-, no resultando posible, por tanto, deducir
de ellas. al margen o contra la citada Ley Orgánica. pro'
mulgada ex arto 148.1.22 C.E., una facultad que tam­
poco es inherente al título competencial enunciado en
este último precepto constitucional y que el legislador
estatal debiera forzosamente respetar.

Por consiguiente. habiendo excluido la L.O.F.C.S. la
prestación supramunicipal del servicio de Policía Local.
el apartado i) del arto 3.1 de la Ley 6/1988 del Principado
de Asturias supone un exceso en el ejercicio de la com­
petencia estatutaria sobre coordinación de Policías loca­
les, procediendo la declaración de inconstitucionalidad
y nulidad del mismo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto
por el Abogado del Estado Y. en consecuencia, declarar
la inconstitucionalidad y nulidad del apartado i) del arto
3.1 de la Ley del Principado de Asturias 6/1988, de
5 de diciembre. de Coordinación de Policías Locales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a once de febrero de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Món y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodríguez Bereijo.-José Vicente Gimeno Sendra.-José
Gabaldón López.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio
Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

6614 Pleno. Sentencia 51/1993. de 11 de febrero.
Recurso de inconstitucionalidad 2.169/1990.
Promovido por el Gobierno de la Nación con­
tra determinados preceptos de la Ley 1/1990.
de 26 de abril. de la Asamblea de Extrema­
dura. de Coordinación de Policías Locales.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente,
don Luis López Guerra. don Fernando García-Món y Gon­
zález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Alva­
ro Rodríguez Bereijo. don Vicente Gimeno Sendra. don
José Gabaldón López, don Rafael de Mendizábal Allende.
don Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villa­
Ión y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.169/90,
interpuesto por el Abogado del Estado, en representa­
ción del Presidente del Gobierno, contra los arts. 3. 0

,

apartado 1; 7. 0
• apartado 8, y la Disposición adicional

primera de la Ley 1/1990, de 26 de abril. de Coor­
dinación de Policías Locales de Extremadura. Ha sido
parte la Junta de Extremadura, representada por el Letra­
do don Felipe A. Jover Lorente. y ha sido Ponente don
José Gabaldón López, quien expresa el parecer del
Tribunal.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado el 28 de agosto de 1990,
el Abogado del Estado. en la representación que legal-
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mente ostenta, interpuso recurso de inconstitucionalidad
en relación cOn los arts. 3. 0

, apartado 1; 7. 0
, apartado

8, y la Disposición adicional primera de la Ley 1/1990,
de 26 de abril. de Coordinación de Policías Locales de
Extremadura ({{D.O.E... núm. 43, de 31 de mayo de
1990). En la demanda se hace invocación del art. 161.2
de la Constitución.

2. El recurso se funda en los siguientes razona­
mientos:

A) En materia de Policía Local. la Comunidad Autó­
noma de Extremadura asumió la competencia de coor­
dinación y demás facultades en relación cOn las Policías
Locales en los términos que estableciera una Ley Orgá­
nica (art. 7.1.21 del Estatuto). Inciden en esta materia
los títulos estatales sobre: seguridad pública (art.
149.1.29 de la Constitución), tenencia y uso de armas
y explosivos (art. 149.1.26) y bases del régimen jurídico
de las Administraciones Públicas (art. 149.1.18). El pre­
cepto estatutario transcrito reproduce el contenido del
art. 148.1.22 de la Constitución que remite a una Ley
Orgánica de delimitación competencial. Por tanto, el ejer­
cicio de las facultades autonómicas de coordinación y
demás extremos se produce en los términos que hoy
establece la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo,
de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (en adelante,
L.O.F.C.S.). En consecuencia, es ésta canon para enjuiciar
la constitucionalidad de la Ley autonómica, que devendrá
viciada de incompetencia si rebasa el marco que en aqué­
lla se le asigne (SSTC 26/1982, 76/1983, 56/1990,
etc.).

B) El art. 3, apartado 1.0
, de la Ley impugnada esta­

blece que los Cuerpos de Policía Local podrán ser crea­
dos por los municipios y mancomunidades del territorio
de esa Comunidad Autónoma, de acuerdo cOn lo previsto
en la mencionada Ley Orgánica, en la legislación de régi­
men local ({yen la presente Ley... Se regula aquí una
materia para la cual la Comunidad Autónoma carece
de competencia: la creación de Cuerpos de Policía Local.
El legislador autonómico desborda sus límites compe­
tenciales, pues esta facultad se atribuye en el art. 51.1
de la L.O.F.C.S. únicamente a los municipios. Se trans­
grede también la limitación territorial en las actuaciones
de las Policías Locales que fija el art. 51.3 de la L.O.F.C.S.

e) El arto 7, apartado 8, de la Ley rebasa el marco
de funciones permitido en el art. 39 de la L.O.F.C.S.
y atribuye a la Junta de Extremadura la facultad de esta­
blecer Un sistema de información recíproca, entre los
diversos Cuerpos de Policía Local. Esta función excede
de las facultades de coordinación que corresponden a
la Comunidad Autónoma en los términoS establecidos
en la Ley Orgánica. El elenco del art. 39 de la L.O.F.C.S.
es numerus c1ausus. Cualquier otra competencias es
estatal en aplicación del art. 149.3 de la Constitución.
y nótese que la Comunidad Autónoma carece de com­
petencia en materia de seguridad pública.

D) La Disposición adiciOnal primera de la Ley objeto
de recurso dispone que la Junta de Extremadura podrá
establecer convenios cOn las entidades locales de la
Comunidad Autónoma para ejercer las funciOnes de vigi­
lancia y protección de sus edificíos e instalaciones a
que se refiere el art. 7.1.21 del Estatuto. La redacción
legal es confusa, pero la referencia al precepto esta­
tutario permite pensar que se regula un mecanismo para
que las Policías Locales presten sus servicios de pro­
tección en los edificios de la Comunidad Autónoma. Esto
es inconstitucional. puesto que las funciones que corres­
ponden a los Cuerpos de Policía Local sOn estrictamente
las previstas en el art. 53 de la L.O.F.C.S., donde nO

. figura esta función, y porque el arto 38 de la L.O.F.C.S.
atribuye tal misión a los Cuerpos de Policía de las Comu-

nidades Autónomas; finalmente, el Estatuto nO prevé la
creación de una policía autonómica, lo que hace que
resulte igualmente transgredido el arto 37.3 de la
L.O.F.C.S. que ordena que las Comunidades Autónomas
cuyos Estatutos nO prevean dicho extremo pueden ejer­
cer las funciones de vigilancia y protección a que se
refiere el art. 148.1.22 de la Constitución mediante la
firma de acuerdos de cooperación específica cOn el
Estado.

Por lo expuesto, el Abogado del Estado interesa que
se estime el recurso y se declaren inconstitucionales
y nulos los arts. 3.0

, apartado 1.0
, 7.°, apartado 8. 0

, y
la Disposición adicional primera de la Ley recurrida. Por
otrosí se solicita la suspensión automática de estos
preceptos.

3. Mediante providencia de 3 de septiembre de
1990, la Sección de VacaciOnes del Pleno acordó: a)
Admitir a trámite el recurso; b) Dar traslado de la deman­
da y documentos presentados, conforme establece el
arto 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(en adelante, LOTe), al Congreso de los Diputados y
al Senado, por conducto de sus Presidentes, así como
a la Asamblea y Junta de Extremadura, por cOnducto
de sus respectivos Presidentes, al objeto de que, en el
plazo común de quince días, pudieran personarse en
el procedimiento y formular las alegaciones que esti­
maren convenientes; c) Comunicar a los Presidentes de
la Asamblea y de la Junta de Extremadura la suspensión
de la vigencia y aplicación de los preceptos legales
recurridos desde la fecha de la formalización del recurso,
según dispone el art. 30 de la LOTC; d) Publicar la incoa­
ción del recurso y la suspensión acordada en el {{Boletín
Oficial del Estado.. y en el ({Diario Oficial de Estreniadura...

4. En escrito registrado el 12 de septiembre de
1990, el Presidente del Congreso de los Diputados comu­
nicó el Acuerdo de la Mesa de nO personarse en el pro­
cedimiento ni formular alegaciones, facilitando su cola­
boración en el mismo.

5. El Presidente del Senado, en escrito registrado
el 20 de septiembre de 1990, se personó, rehusando
efectuar alegaciones y ofreciendo su colaboración a los
efectos del arto 88.1 de la LOTC.

6. El Letrado de la Junta de Extremadura, don Felipe
A. Jover Lorente, presentó escrito de alegaciones que
fue registrado el 28 de septiembre de 1990 y en el
que se afirma cuanto a continuación se expone:

A) Otras Leyes autonómicas similares nO han sido
recurridas lo que supone una COntradicción. Y las Leyes
Orgánicas pueden ser integradas y completadas por
Leyes autonómicas en una colaboración normativa. La
cuestión controvertida es si puede haber Cuerpos de
Policía Local mancomunados. Este problema nO puede
venir resuelto sólo por la Ley Orgánica de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, antes bien debe interrelacionarse
sus mandatos y previsiones cOn la Ley de Bases de Régi­
men Local. La cual COncede facultades a los municipios
(art. 44) para crear mancomunidades para la prestación
conjunta de servicios de su competencia y, entre ellos,
el de seguridad y policía. Frente a esta conclusión, nO
es Un obstáculo que los Cuerpos de Policía municipales
nO puedan franquear, salvo supuestos excepcionales, el
territorio del municipio. Esta limitación territorial, común
a cualesquiera servicios municipales, nO es óbice para
tener presente que los Cuerpos de Policía mancomu­
nados nO sOn propiamente de Un municipio.

B) Concluido que las mancomunidades locales pue­
den constituir Cuerpos de Policía, debe analizarse qué
tipo de competencias posee la Comunidad Autónoma
en este tema. La primera norma impugnada (art. 3.1)



74 Jueves 11 marzo 1993 BOE núm. 60. Suplemento

no es una norma de coordinación en contra de lo que
sostiene el Abogado del Estado, la creación de Cuerpos
de Policía Locales por las mancomunidades se incluye
en esa norma como un presupuesto subjetivo, explica
qué Cuerpos se coordinan. Su justificación y habilitación
no hay que buscarla en la Ley de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad. sino en las propias del régimen local y
en concreto en los arts. 44 y 42 de la Ley 7/1985.
de 2 de abril, de Bases de Régimen Local (desde ahora,
L.B.R.L.). En realidad. las Policías Locales no debieron
ser objeto de regulación por Ley Orgánica. Pero el propio
arto 51.1 de la L.O.F.C.S. permite a los municipios crear
Cuerpos de Policía propios. A estas consideraciones jurí­
dicasdebe unirse otra sociológica derivada de su
conexión con la realidad social (art. 3 del Código Civil):
la Comunidad Autonómica tiene 380 municipios, más
de la mitad de ellos con menos de 1.000 habitantes
y tan sólo 43 con más de 5.000. Difícilmente pueden
esos municipios ejercer sus competencias de policía a
no ser mediante una mancomunidad.'

C) El arto 7, apartado 8.0
, de la Ley se discute por

establecer medidas de coordinación y. en particular. de
información recíproca entre los diversos Cuerpos de Poli­
cía Local de la Comunidad Autónoma. Se pretende que
transgrede el arto 39 de la L.O.F.C.S.. Mas no es así.
La legislación básica en régimen local (arts. 55.3 y 56.2
de la L.B.R.L.) permite este tipo de coordinación infor­
mativa. Y es intrínseco a la forma territorial del Estado,
según la jurisprudencia constitucional, el deber de cola­
boración. La propia Ley de Fuerzas y Cuerpos de Segu­
ridad en su preámbulo pide que se desarrollen medios
de coordinación.

La Disposición adiCional primera permite a los Policías
Locales, mediante convenios. prestar servicios de vigi­
lancia en los edificios e instalaciones de la Comunidad.
Todo ello encuentra cobertura en el art. 7.1.21 del Esta­
tuto y en el directo desarrollo legislativo autonómico,
sin intermediación de la Ley estatal. Como reconoce el
preámbulo de la L.O.F.C.S.. y a diferencia de la tesis
del Abogado del Estado. Y el art. 37.2 de la L.O.F.C.S.
establece la posibilidad de que esas funciones de vigi­
lancia y protección se realicen a través de convenios
con el Estado. pero dice que «podrán», no «deberán»,
es decir, faculta. pero no obliga. Por último, el arto 27
de la L.B.R.L. permite la delegación de funciones de las
Comunidades Autónomas en las Corporaciones Locales.

7. En Auto de 29 de enero de 1991, una vez oída
las partes, el Pleno de este Tribunal acordó: mantener
la suspensión de la vigencia del inciso «y mancomu­
nidades» del art. 3.1, levantando la suspensión en el
resto, así como en el art. 7.1.8 y en la Disposición adi"
cional primera de la Ley recurrida.

8. Por providencia de 9 de febrero de 1993. se seña­
ló el día 11 del mismo mes, para deliberación y votación
de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurldicos

1. Este recurso se interpone por el Presidente del
Gobierno en relación con la Ley 1/1990. de 26 de abril.
de la Comunidad Autónoma de Extremadura. de coor­
dinación de Policías Locales, y en él impugnan los
siguientes artículos de dicha Ley: a) El arto 3, apartado
1.0

, que faculta a los municipios y mancomunidades del
territorio de la Comunidad Autónoma para crear Cuerpos
de Policía Local. de acuerdo con la Ley Orgánica 2/1986,
de 13 de marzo. de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
(L.O.F.C,S.);b) El art. 7.1, apartado 8.0

• que incluye en
la «función» de «coordinación» atribuida a la Junta de
Extremadura, el establecimiento de los criterios precisos

que posibiliten un sistema de información recíproca entre
los diversos Cuerpos de Policía Local de la Comunidad
Autónoma en relación con sus competencias en materia
de seguridad pública. y c) Por último, la Disposición adi­
cional primera, según la cual la indicada Junta podrá
establecer convenios con las entidades locales de la
Comunidad Autónoma para ejercer las funciones de vigi­
lancia y protección de sus edificios e instalaciones a
los que se refiere el arto 7.1.21 del Estatuto. y con las
limitaciones establecidas para las Policías Locales.

2. La impugnación del art. 3.1 de la Ley, referido
a la creación de Policías Locales «por los municipios
y mancomunidades del territorio de la Comunidad Autó­
noma». plantea idéntica cuestión a la resuelta por este
Tribunal en la reciente STC 25/1993, respecto de la
Ley autonómica de la Región de Murcia, y por ello habre­
mos ahora de remitirnos a la fundamentación allí expre­
sada. Conviene empezar señalando que el arto 148.1.22
de la Constitución otorga a las Comunidades Autónomas
que asuman esta competencia en sus Estatutos dos
facultades: «la vigilancia y protección de sus edificios
e instalaciones» y «la coordinación y demás facultades
en relación con las Policías Locales en los términos que
establezca una Ley Orgánica» y el art. 7.1.21del Estatuto
de Extremadura asumió como competencia exclusiva
dichas facultades, reiterando el mismo enunciado. Los
términos de la Ley Orgánica a los que aquel precepto
constitucional se refiere para delimitar la coordinación
y demás facultades en relación con ~as Policías Locales
se contienen en la Ley Orgánica 2/1986. de 13 de mar­
zo. de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ,del Estado depen­
dientes del Gobierno de la Nación, así como las depen­
dientes de las Comunidades Autónomas y las Corpo­
raciones Locales (art. 2). Esta es, pues. la Ley Orgánica
que. según el precepto constitucional. delimita las facul­
tades que puede ejercer la Comunidad Autónoma res­
pecto de las Policías Locales.

3. En la L.O.F.C.S. no se contemplan otros Cuerpos
de Policía Local que no sean los creados por los muni­
cipios (art. 51.1 de la L.O.F.C.S.), circunscritos expre­
samente en su actuación a su respectivo ámbito terri­
torial (apartado 3.0 del mismo artículo). De manera que
todas las facultades de las Comunidades Autónomas
concernientes a dichos Cuerpos de coordinación (art.
39). de legislación relativa a su creación y régimen esta­
tutario (arts. 51.1 y 52.1) o de requerimiento de cola­
boración [arto 53.1, h)] han de entenderse referidos sólo
a los de Policía Municipal. A pesar de ello, el arte 3.1
de la Ley recurrida establece que <dos Cuerpos de Policía
Local podrán ser creados por los municipios y manco­
munidades...», lo cual. lejos de fundarse en facultad algu­
na que pueda deducirse, del texto de la Ley citada, con­
traviene los términos de la misma que no permiten inferir
esa posibilidad. La' regulación autonómica desborda,
pues. el ámbito de su competencia al aplicarla a un
supuesto no autorizado en la Ley orgánica, que en este
punto complementa el mandato constitucional y no per­
mite entender que la Ley recurrida se encuentre habi­
litada para facultar la creación por las mancomunidades
de municipios de sus propios Cuerpos de Policía, porque
la competencia exclusiva que el Estatuto propio concede
a Extremadura (art. 2) en los términos textuales del pre­
cepto constitucional. determina también que aquélla se
concrete por medio de «una Ley orgánica», y la de Cuer­
pos de Seguridad del Estado limita como antes decimos
la facultad de creación de Policías Locales a los muni­
cipios. Esta regulación, que por ser específica es la que
debe entenderse como delimitadora -de I,as facultades
que establece el arto 148.1.22 C.E.. no puede entenderse
contra dicha ni ampliada por el invocado arto 44 de la
Ley de Bases de Régimen Local. precepto organizativo
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de este ámbito que se limita a reconocer a los municipios
el derecho de asociarse entre sí en mancomunidades
para ejecutar en común obras y servicios de su com­
petencia, y, aunque entre ellos se halle el de Policía,
necesita de una habilitación competencial específica
que, como antes decimos, no se encuentra en la Ley
de Cuerpos y Fuerzas. Carece, pues, de relevancia esgri­
mir la indudable existencia -como alega el ejecutivo
autonómico- de otras competencias, cuales son las refe­
ridas al régimen local, que no pueden superponerse a
la más específica y prevalente relativa a la seguridad
pública. Cabe aún agregar que según el art. 173 del
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de régimen local, aprobado por Real Decreto
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, "la Policía Local
ejercerá sus funciones de acuerdo con lo previsto en
el Título V de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad». Y no cabe ponderar al efecto otras con­
sideraciones calificadas como "sociológicas» acerca de
la dificultad material de que numerosos municipios esca­
samente poblados puedan ejercer sus facultades de poli­
cía a no ser mediante una mancomunidad, pues este
Tribunal debe limitarse a resolver sobre las controversias
competencia les desde el punto de vista del bloque de
la constitucionalidad (en este caso integrado por la Ley
de L.O.F.C.S.) y no sobre criterios de oportunidad o con­
veniencia política o administrativa (aunque tengan como
en este caso indudable importancia) para decidir cuál
sea "el más adecuado sistema de articulación de com­
petencias estatales y autonómicas» (STC 145/1989, fun­
damento jurídico 6.°).

Debe, pues, pronunciarse la inconstitucionalidad y
consiguiente nulidad del inciso «y mancomunidades» del
arto 3, apartado 1, de la Ley impugnada, puesto que
el resto del precepto legal, eliminado ese inciso, en nada
excede del límite resultante de la Ley de Cuerpos y Fuer­
zas de la Seguridad del Estado.

4. El arto 7.8 de la Ley autonómica impugnada dice:
<da coordinación a que se refiere esta Ley se realizará
por la Junta de Extremadura mediante el ejercicio de
las siguientes funciones: 8.a ) Establecer los criterios pre­
cisos que posibiliten un sistema de información recíproca
entre los diversos Cuerpos de Policía Local de la Comu­
nidad Autónoma, en relación con sus competencias en
materia de seguridad pública». Sostiene el Abogado del
Estado que esta «función» excede de las facultades de
«coordinación» que corresponden a la Comunidad Autó­
noma, las cuales no pueden sobrepasar los términos
enunciados en el art. 39 de la L.O.F.C.S., a su juicio
un verdadero numerus clausus.

Debe sin embargo desestimarse este motivo de
impugnación. La existencia de deberes recíprocos de
intercambio de información es en general una conse­
cuencia del p'rincipio de colaboración que debe presidir
las relaciones entre cualesquiera Administraciones terri­
toriales, derivado del modelo de organización territorial
que la Constitución establece [STC 76/1983, fundamen­
to jurídico 11; doctrina iniciada en la STC 18/1982,
fundamento jurídico 14 y reiterada, entre otras, en las
ssrc 104/1988,5.°; 103/1989, fundamento jurídico
9.° a); 236/1991, fundamento jurídico 6.°) y la previsión
expresa de ese deber de il)formación recíproca no impli­
ca por sí extensión de las competencias estatales (SrC
80/1985, fundamento jurídico 2.°). Hay consecuente­
mente que entender, dado el carácter bilateral y recí­
proco de tal deber, que no juega únicamente en relación
con el Estado y tampoco implica una indebida extensión
de las competencias autonómicas. Aunque en ocasiones
la imposición de deberes de información pudiera hacer
pensar en una intervención más intensa, incluso en un
método "encubierto difuso o indirecto de controh> (STC

104/1988, fundamento jurídico 5.°), ello no constituye
una regla inexorable, pues la previsión legal de deberes
de información recíproca no supone. en sí misma. el
ejercicio de competencias o funciones de intervención,
lo cual, en su caso, tendrá lugar en un momento ulterior
al del intercambio y acopio de información.

En este mismo sentido la reciente Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
común, ordena los principios de relación entre las Admi­
nistraciones públicas, distinguiendo entre facilitar infor­
mación a otras Administraciones [art. 4.1 cll, prestar
cooperación y asistencia activas (idem. ídem.) y coor­
dinación de competencias (art. 18).

Por consiguiente, la actividad descrita en el art. 7.1.
apartado 8, de la Ley recurrida en el sentido general
expuesto no puede estimarse contraria a la Constitución,
ni cabe ahora contemplarla desde el punto de vista de
una hipotética invasión competencial en su aplicación
futura. Y tampoco lo sería aun entendida aquella pres­
cripción como relativa al establecimiento de criterios
para la información recíproca en la específica materia
de las competencias en cuestiones de seguridad pública,
porque no resultaría contraria a las funciones de coor­
dinación que atribuye a la Comunidad el art. 39 L.O.F.C.S.
solamente porque no venga expresamente incluida en
sus cuatro apartados; en primer lugar, porque expresa­
mente se refiere al establecimiento de criterios; por otra
parte, puesto que éstos han de referirse limitadamente
a competencias de las Policías Locales en materia de
seguridad pública y éstas quedan estrictamente limitadas
por el art. 53 de la propia Ley de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad, y, por último, porque previsto en el arto
3 de esta Ley como principio el de cooperación recíproca
entre Policías y prevista también la coordinación a través
de los órganos en ella establecidos, la posibilidad de
establecer aquellos criterios de información recíproca
entre los Cuerpos de Policía Local no sólo no se opone
al arto 39, sino que no excede de sus previsiones en
cuanto puede sin dificultad quedar comprendido en la
facultad de homogeneización en materia de medios téc­
nicos, y en el principio general de cooperación y coor­
dinación aplicado al funcionamiento de estos Cuerpos
Locales.

5. La Disposición adicional primera de la Ley auto­
nómica controvertida faculta a la Junta de Extremadura
para establecer convenios con las entidades locales de
su ámbito territorial para .ejercer, «dentro de las limi­
taciones establecidas para las Policías Locales», las fun­
ciones de vigilancia y protección de sus edificios e ins­
talaciones a que se refiere el arto 7.1.21 del Estatuto.

El núm. 22 del art. 148.1 de la Constitución, repro­
ducido en el Estatuto de Autonomía de Extremadura,
en su párrafo primero, separado gramaticalmente y con­
cebido así como disposición distinta de la siguiente, otor­
ga a la Comunidad Autónoma una competencia espe­
cífica para «la vigilancia y protección de sus edificios
e instalaciones», precepto al cual, por lo tanto, no afecta
la limitación que se establece en el siguiente respecto
de la coordinación y demás facultades en relación con
las Policías Locales. Es evidente, pues, que en el ejercicio
de esa competencia no se ve limitada por las prescrip­
ciones de la Ley Orgánica de Cuerpos y Fuerzas de Segu­
ridad del Estado y que podrá atender a aquellos servicios
de vigilancia y protección por medios distintos de los
que esta Ley prescribe. Uno de ellos, evidentemente,
el de convenios con los municipios que la norma impug­
nada establece. Y, por lo dicho, no puede oponerse a
ello el que en el art. 53 no aparezca esa función entre
las propias de las Policías Locales (sino sólo la de pro­
tección de los edificios e instalaciones del municipio)
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ni tampoco lo dispuesto en el arto 47 acerca de la posi­
bilidad de solicitar al efecto la adscripción de unidades
del Cuerpo General de Policía; la razón evidente es que
tales preceptos. en este punto. carecen de la eficiacia
constitucional queel párrafo siguiente otorga a esta Ley
en los casos que se menciona. y por consiguiente no
pueden limitar el ejercicio de la competencia que la pro­
pia Constitución otorga sin esa limitación. A lo cual no
es obstáculo la limitación territorial impuesta por el art.
51.2 a las Policías Locales. puesto que en su caso el
convenio tendría lugar con el municipio en el que los
edificios o instalaciones se hallen, y tampoco que el art.
47 h'lbilite un procedimiento distinto (~licitar la ads­
cripcion de unidades de la Policía estatal), toda vez que
ello es meramente una posibilidad a la que ningún efecto
impeditivo cabe otorgar respecto de la competencia no
limitada por esta Ley. Procede, por ello. desestimar el
recurso en este punto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIQN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Primero.-Estimar parcialmente el recurso y. en con­
secuencia. declarar la inconstitucionalidad y subsiguien­
te nulidad del inciso «y mancomunidades» del arto 3.
apartado 1.0, de la Ley 1/1990. de 26 de abril. de Coor­
dinación de Policías Locales de Extremadura.

Segundo.-Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a once de febrero de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo
Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Món y Gon­
zález-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodríguez Bereijo.-José Vicente Gimeno Sendra.-José
Gabaldón López.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio
Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

Pleno. Sentencia 52/1993. de 11 de febrero.
Recurso de inconstitucionalidad 2.446/1992.
Promovido por el Gobierno de la Nación con­
tra determinados preceptos de la Ley 4/1992.
de 8 de julio. de la Comunidad de Madrid.
de Coordinación de Policías Locales.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Món y Gon­
zález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Alva­
ro Rodríguez Bereijo. don Vicente Gimeno Sendra. don
José Gabaldón López. don Rafael de Mendizábal Allende,
don Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villa­
Ión y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.446/92,
interpuesto por el Abogado del Estado, en representa

ción del Presidente del Gobierno. contra los arts. 25,
apartado 4; 26; 27. letras b) y c); 28 y 29. párrafo 3.°,
de la Ley de la Comunidad de Madrid 4/1992, de 8
de julio. de Coordinación de Policías Locales. Han sido
partes la Asamblea de Madrid, representada por su Letra­
do don Antonio Lucio Gil, y el Consejo de Gobierno de
dicha Co'munidad Autónoma. representado por el Letra­
do don Juan Salazar Alonso, y ha sido Ponente don
José Gabaldón López, quien expresa el parecer del
Tribunal.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
16 de octubre de 1992. el Abogado del Estado, en repre­
sentación del Presidente del Gobierno. interpuso recurso
de inconstitucionalidad contra los arts. 25. apartado 4;
26; 27. letras b) y c); 28 y 29. párrafo 3.°, de la Ley
del Parlamento de Madrid 4/1992. de 8 de julio. de
Coordinación de Policías Locales (<<B.O.C.M.» núm. 172,
de 21 de julio de 1992). En la demanda se hace invo­
cación expresa del arto 161.2 de la Constitución.

2. El recurso se basa en los siguientes fundamentos:

A) En materia policial y de seguridad pública, la
Constitución instrumenta los postulados de su arto 104.1
en virtud de un doble sistema de distribución campe­
tencial perfilado en los arts. 149.1.29 y 148.1.22. Para
las Comunidades Autónomas no limitadas competencial­
mente ab initio por el arto 148.2 de la Constitución, el
citado art. 149.1.29 prevé la posibilidad de creación de
policías en la forma que dispongan los ·Estatutos y en
el marco de una Ley Orgánica. Respecto de las demás
Comunidades. el arto 148.1.22 les permite únicamente:
La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones;
y la coordinación y demás funciones que en relación
con las Policías Locales pueda establecer una Ley Orgá­
nica. La Ley a la cual se remiten los arts. 104.2. 149.1.29
y 148.1.22 de la Norma fundamental no es otra que
la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad (en adelante. L.O.F.C.S.). La mis­
ma en su arto 37 distingue entre las Comunidades Autó­
nomas cuyos Estatutos establezcan la posibilidad de
crear Cuerpos de Policía para el ejercicio de las funciones
de vigilancia y protección a que se refiere el art. 148.1.22
de la Constitución, y aquellas otras que no tengan tal
competencia. Las primeras pueden bien crear esos Cuer­
pos Poli.ciales o bien ejercer las funciones referidas de
conformidad con los arts. 39 y 47 de la L.O.F.C.S.• es
decir, coordinando la actuación de las Policías Locales
o solicitando del Gobierno de la Nación la adscripción
de unidades del Cuerpo Nacional de Policía. Las segun­
das. aquéllas que no tienen competencia reconocida
constitucional o estatutariamente para crear Cuerpos de
Policía, podrán ejercer las funciones de vigilancia y pro­
tección de sus edificios únicamente previo acuerdo de
cooperación con el Estado.

Independientemente de todo esto. el arto 39 de la
L.O.F.C.S. hace extensiva a todas las Comunidades Autó­
nomas la función de coordinar la actuación de las Policías
Locales en su ámbito territorial. Y no les atribuye otras
funciones.

En suma. el art. 148.1.22 de la Constitución permite
a las Comunidades Autónomas asumir en sus Estatutos
funciones de coordinación de Policías Locales en el mar­
co de lo que disponga una Ley. El arto 39 de la L.O.F.C.S.
especifica ese título competencial, regulando que tal
facultad comprende: a) Establecer normas marco a las
que habrán de ajustarse los Reglamentos de Policías
Locales; b) propiciar o establecer la homogeneización
de los distintos Cuerpos de Policías Locales en materia
de medios técnicos. uniformes y retribuciones; c) fijar


